
c) Original o copia auténtica del acta de notificación o de otro 
documento en el que conste que la resolución ha sido notificada a 
la parte contra la que deba llevarse a efecto la ejecución.

d) En el caso de que el demandado no hubiera comparecido 
en el procedimiento en el que se hubiese dictado la resolución, 
original o copia auténtica del documento o documentos de los que 
resulte que el escrito que sirve para iniciar el procedimiento ha sido 
debidamente trasladado al demandado.

e) Traducción de los documentos mencionados en los aparta­
dos precedentes, en la lengua del Estado requerido, certificada 
conforme por traductor jurado, por agente diplomático o consular 
de cualquiera de los Estados contratantes.

2. Los documentos enumerados anteriormente están dispensa­
dos de legalización y de cualquier otra formalidad.

Artículo 17
1. Las transacciones judiciales, los documentos públicos y las 

actas notariales en materia civil y mercantil serán reconocidos y 
ejecutados en la otra parte contratante como resoluciones judiciales 
si en el Estado de origen son ejecutivos.

2. Lo mismo se aplica a las transacciones y acuerdos celebra­
dos en materia de alimentos ante los organismos públicos austría­
cos encargados de la tutela de los menores, entre el propio 
organismo, como representante del alimentista y el obligado a 
prestar alimentos.

3. Para la admisión de la ejecución y el procedimiento se 
aplicarán por analogía los artículos 13 a 16.

4. El tribunal requerido deberá limitarse a comprobar:
a) Si se han presentado los documentos necesarios.
b) Si la ejecución no es manifiestamente contraria al orden 

público del Estado requerido.

Artículo 18
1. Los tribunales de una de las partes contratantes rechazarán 

la demanda cuando exista otra fundada en los mismos hechos, con 
el mismo objeto y entre las mismas partes ante un tribunal del otro 
Estado y pueda dictarse una resolución susceptible de ser recono­
cida y ejecutada en virtud del presente Convenio.

2. Sin embargo, los tribunales de cada una de las partes 
contratantes podrán decretar las medidas provisionales o cautelares 
previstas en su legislación, cualquiera que sea el tribunal que 
conozca del fondo del litigio.

Artículo 19
1. El presente Convenio no afectará a otros acuerdos que 

regulen en sectores particulares el reconocimiento y ejecución de 
resoluciones judiciales y otros títulos ejecutivos, en vigor entre 
ambas partes.

2. El presente Convenio no afectará a las normas más favora­
bles de Derecho interno de las parles contratantes que faciliten el 
reconocimiento y ejecución de las resoluciones y transacciones 
judiciales y documentos públicos ejecutivos.

Artículo 20
El presente Convenio solamente se aplicará a las resoluciones 

judiciales dictadas, a las transacciones judiciales concluidas y a los 
documentos públicos y actas notariales con fuerza ejecutiva otorga­
dos a partir de la fecha de entrada en vigor.

Artículo 21
Las dificultades derivadas de la aplicación e interpretación del 

presente Convenio se resolverán por vía diplomática.

Artículo 22
1. El presente Convenio está sujeto a ratificación. El Canje de 

los Instrumentos de Ratificación tendrá lugar en Madrid a la 
brevedad posible.

2. Este Convenio entrará en vigor el primer día del tercer mes 
a contar desde la fecha en que haya tenido lugar el Canje de 
Instrumentos de Ratificación.

Artículo 23
El presente Convenio tendrá duración ilimitada. Podrá ser 

denunciado por escrito en cualquier momento. Sus efectos cesarán 
seis meses después del día de la recepción de la denuncia por el 
Ministerio de Asuntos Exteriores del otro Estado.

En fe de lo cual los Plenipotenciarios han firmado el presente 
Convenio.

Hecho en Viena el 17 de febrero de 1984, en dos originales en 
español y en alemán, igualmente auténticos.

Por España,
FERNANDO MORAN,

Ministro de Asuntos Exteriores

Por la República de Austria,
ERWIN LANC,

Ministro Federal de Asuntos Exteriores

El presente Convenio entrará en vigor el día 1 de octubre de 
1985, primer día del tercer mes siguiente a contar desde la fecha en 
que haya tenido lugar el Canje de Instrumentos de Ratificación, 
según se establece en su artículo 22.

El Canje de Instrumentos de Ratificación se realizó en Madrid 
el 23 de julio de 1985.

Lo que se hace público para conocimiento general:
Madrid, 1 de agosto de 1985.-El Secretario general técnico del 

Ministerio de Asuntos Exteriores, José Manuel Paz Agüeras.

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO
18561 REAL DECRETO 1484/1985, de 1 de agosto, de 

traspaso de servicios de la Administración del Estado 
a la Comunidad Foral de Navarra, en materia de 
Patrimonio Arquitectónico, control de calidad de la 
edificación y vivienda.

La Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, en su disposición 
transitoria cuarta, prevé que la transferencia a la Comunidad Foral 
de Navarra de las facultades y competencias que conforme a la 
misma le competen, se realizará previo acuerdo con la Diputación 
Foral por el Gobierno de la Nación y se promulgará mediante Real 
Decreto.

El Real Decreto 2356/1984, de 19 de diciembre, establece las 
normas reguladoras de la transferencia de servicios de la Adminis­
tración del Estado a la Comunidad Foral de Navarra. Constituida 
la Junta de Transferencias que prevé su artículo 2.°, ésta, trans 
considerar la conveniencia y legalidad de realizar los traspasos en 
materia de Patrimonio Arquitectónico, control de calidad de 
edificación y vivienda, adoptó en su reunión del día 2 de julio de 
1985 el oportuno acuerdo que para su efectividad exige la aproba­
ción por el Gobierno mediante Real Decreto.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la disposición 
transitoria cuarta de la Ley 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegra­
ción y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, a propuesta 
de los Ministros de Obras Públicas y Urbanismo y de Administra­
ción Territorial y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 31 de julio de 1985,

DISPONGO:
Artículo 1.° Se aprueba el acuerdo de la Junta de Transferen­

cias de fecha 2 de julio de 1985, por el que se transfieren funciones 
y servicios de la Administración del Estado, en materia de 
Patrimonio Arquitectónico, control de calidad de la edificación y 
vivienda a la Comunidad Foral de Navarra.

Art. 2.° En consecuencia, quedan transferidas a la Comunidad 
Foral de Navarra las funciones y servicios a que se refiere el 
acuerdo que se incluye como anexo del presente Real Decreto en 
los términos y condiciones que allí se especifican.

Art. 3.° Los traspasos a que se refiere este Real Decreto 
tendrán efectividad a partir de la fecha señalada en el Acuerdo de 
la mencionada Junta de Transferencias, sin perjuicio de que el 
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo produzca, hasta la 
entrada en vigor del presente Real Decreto, los actos administrati­
vos necesarios para el mantenimiento de los servicios en el mismo 
régimen y nivel de funcionamiento que tuvieran en el momento de 
la adopción del acuerdo que se transcribe como anexo del presente 
Real Decreto.

Art. 4.° 1. Los créditos prespuestarios integrantes del coste
efectivo provisionalmente valorado que se detallan en la relación 
2.1 del anexo, serán dados de baja por los importes que correspon­
dan a partir de la fecha de entrada en vigor del presente Real 
Decreto, mediante el oportuno expediente de modificación presu­
puestaria.

2. Los créditos presupuestarios que se determinan con arreglo 
a la relación número 2.2 del anexo, que no forman parte del coste



efectivo, se librarán directamente por el Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo, Instituto para la Promoción Pública de la 
Vivienda, a la Comunidad Foral de Navarra, de forma que ésta 
pueda disponer de los fondos con la antelación necesaria para su 
aplicación en el presente ejercicio al objeto para el que estaban 
previstos.

Art. 5.° El presente Real Decreto entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Palma de Mallorca a 1 de agosto de 1985.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de la Presidencia,
JAVIER MOSCOSO DEL PRADO Y MUÑOZ

Anexo

Don Juan Soler Ferrer y don José Antonio Razquín Lizárraga, 
Secretarios de la Junta de Transferencias prevista en el artículo 2.° 
del Real Decreto 2356/1984, de 19 de diciembre, que establece las 
normas reguladoras de la transferencia de servicios de la Adminis­
tración del Estado a la Comunidad Foral de Navarra,

CERTIFICAN
Que en el Pleno de la Junta de Transferencias celebrado el 2 de 

julio de 1985, se adoptó Acuerdo sobre transferencia de servicios 
estatales a la Comunidad Foral de Navarra, en materia de 
Patrimonio Arquitectónico, control de la calidad de la edificación 
y vivienda, en los términos que a continuación se reproducen:

1. Preceptos de la Constitución y de la Ley Orgánica de 
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, en 
los que se reconoce la competencia de la Comunidad Foral sobre la 
materia a que se refieren los servicios que son objeto de transferen­
cia.

A la vista de lo establecido en la disposición transitoria cuarta 
de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen 
Foral de Navarra y en el Real Decreto 2356/1984, de 19 de 
diciembre, y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 148.1.3.° 
de la Constitución, y 44.1 y 9 de la citada Ley orgánica, 
corresponde a la Comunidad Foral de Navarra la competencia 
exclusiva en materia de vivienda y patrimonio monumental y 
arquitectónico. Por su parte, el artículo 149.1., 11 y 13 de la 
Constitución reserva al Estado la competencia exclusiva sobre: 
Regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles, bases de ordenación del crédito y bases y 
coordinación de la planificación económica.

En consecuencia, procede traspasar a la Comunidad Foral las 
funciones y servicios correspondientes a sus competencias en 
materia de patrimonio arquitectónico, control de calidad de la 
edificación y vivienda.

2. Identificación de los servicios que se transfieren y de las 
funciones que asume la Comunidad Foral.

1. La Comunidad Foral de Navarra ejercerá dentro de su 
ámbito territorial las siguientes funciones que, en materia de 
patrimonio arquitectónico, control de la calidad de la edificación y 
vivienda, venía realizando la Administración del Estado, a través 
del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo:

a) Elaboración de la normativa propia en materia de vivienda, 
inspección y control de su cumplimiento y del de la normativa 
general del Estado, incoación, tramitación y resolución de expe­
dientes administrativos derivados de su infracción.

b) Programación, control, calificación y seguimiento en el 
territorio foral de viviendas de protección oficial y expedientes de 
rehabilitación de promoción privada, aplicando la normativa 
estatal con las peculiaridades que pudieran establecerse a propuesta 
de la Comunidad Foral y sin perjuicio de las competencias que en 
materia tributaria correspondan a la Comunidad Foral.

c) Gestión y resolución de los expedientes de concesión de 
ayudas económicas personales para adquisición de viviendas de 
protección oficial y rehabilitación en el ámbito del territorio foral, 
de acuerdo con la normativa y procedimiento establecidos por el 
Estado y la Comunidad Foral.

d) Promoción pública de viviendas y adquisición de suelo 
destinado a tal fin, en el ámbito foral.

e) Convenios con Corporaciones Locales y sus órganos de 
gestión como forma de promoción pública.

f) Estudios básicos, gestión y adopción de medidas para la 
rehabilitación, mejora y conservación del patrimonio arquitectó­
nico sobre el que ejerza funciones la Comunidad Foral.

g) Gestión y resolución de subvenciones a patronatos, corpo­
raciones locales, cooperativas y sociedades de ámbito foral cuyo fin

sea la conservación o mejora del patrimonio edificado y actuacio­
nes protegibles en materia de vivienda.

h) Programación de las actuaciones de control de calidad de 
obras de edificación de promoción pública y supervisión de 
programas de control de edificación de promoción privada; ejecu­
ción por sí o por laboratorios homologados del control de la calidad 
y la promoción de la calidad de la edificación.

i) Conservación, funcionamiento, entretenimiento e inspec­
ción de las instalaciones de luminotecnia en monumentos o 
conjuntos monumentales del patrimonio arquitectónico.

2. Con el fin de asegurar el desenvolvimiento de la gestión 
pública inmobiliaria, se crea una comisión informativa mixta de 
viviendas, cuyos miembros serán designados por el IPPV y la 
Comunidad Foral. La Comisión establecerá su propia metodología 
de trabajo y definirá un sistema de colaboración respecto de las 
funciones traspasadas, debiendo reunirse al menos una vez bimes­
tralmente y con un período de vigencia no inferior a un año.

3. Surtirán plenos efectos las inscripciones efectuadas en los 
Registros de Entidades Inmobiliarias, que al efecto se creen en la 
Comunidad Foral para aquellas sociedades cuyo domicilio se 
ubique en el ámbito territorial de la misma y que figurasen inscritas 
en el Registro existente en el Ministerio de Obras Públicas y 
Urbanismo.

3. Servicios y funciones que continúan correspondiendo a la 
Administración del Estado.

Seguirán siendo ejercidas por los Organos correspondientes de 
la Administración del Estado las siguientes funciones:

a) Normativa técnica básica de la edificación que sea aplicable 
a todo el territorio del Estado, así como su alta inspección.

b) Bases y coordinación del sector vivienda, vinculadas a la 
planificación general de la actividad económica.

c) La promoción pública estatal de vivienda con destino a los 
Patronatos de las Fuerzas Armadas y de la Seguridad del Estado y 
funcionarios estatales, así como el ejercicio de las actuaciones 
directamente derivadas de necesidades de la Administración del 
Estado y acciones de emergencia, sin perjuicio de la necesaria 
cooperación con la Comunidad Foral.

d) Establecimiento y homologación de los procedimientos de 
ensayos de control de calidad de la edificación.

e) La elaboración y supervisión de proyectos de ejecución de 
obras para organismos de la Administración del Estado, así como 
la adopción de medidas de conservación y mejora del Patrimonio 
Arquitectónico que depende del mismo y la actuación en relación 
con los edificios del Estado.

f) Homologación de sellos y marcas de calidad de materiales, 
productos, equipos y sistemas utilizados en la edificación, que 
tengan validez sobre el territorio de todo el Estado.

g) La ordenación técnica de las profesiones vinculadas a la 
edificación y arquitectura sin perjuicio de las competencias de los 
Colegios Oficiales en sus respectivos ámbitos profesionales.

h) Distribución, oída la Comunidad Foral, entre Comunida­
des Autónomas de subvenciones estatales para la mejora de la 
vivienda rural y para la conservación del Patrimonio de Corpora­
ciones Locales; de préstamos a las Corporaciones Locales y sus 
órganos de gestión para la promoción pública y de ayudas para las 
actuaciones protegibles en materia de vivienda.

4. Funciones concurrentes y compartidas entre la Administra­
ción del Estado y la de la Comunidad Foral y formas institucionales 
de cooperación

Se desarrollarán coordinadamente entre la Administración del 
Estado y la de la Comunidad Foral, de conformidad con los 
mecanismos qué en cada caso se señalan, las siguientes funciones:

a) La Comunidad Foral de Navarra facilitará a la Administra­
ción del Estado los datos estadísticos relativos a las materias objeto 
del presente traspaso siguiendo la metodología estadística existente 
o la que, en su caso, se establezca de forma que quede garantizada 
su coordinación e integración en el resto de la información 
estadística de ámbito estatal.

b) Desarrollo y fomento de la investigación en las materias a 
que se refiere este Acuerdo y de acciones encaminadas a la 
información y difusión de dichas materias.

c) Catalogación e inventario de los monumentos y posibles 
medidas de actuación en los mismos.

d) Actuaciones de los órganos de control de calidad de 
edificación y formación de personal adecuado.

e) Elaboración de modelos indicativos de funcionamiento de 
las organizaciones de control de calidad de la edificación inclu­
yendo la definición de los medios necesarios para la organización 
de un nivel implantable a la totalidad de la edificación en toda la 
Nación.

f) Supervisión y homologación de laboratorios para la calidad 
de la edificación.



5. Personal adscrito a los servicios que se transfieren y puestos 
de trabajo vacantes que se traspasan.

I. Se incorporará a la organización de la Función Pública de 
la Comunidad Foral de Navarra, en los términos previstos en él 
artículo 7.° del Real Decreto 2356/1984, el personal que se 
referencia nominalmente en la relación adjunta número 1.

La Subsecretaría del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo 
notificará a los interesados el traspaso y su nueva situación 
administrativa, y remitirá al órgano competente de la Comunidad 
Foral copia certificada de todos los expedientes del personal 
transferido, así como los certificados de haberes referidos a las 
cantidades devengadas durante el año 1984.

II. No se traspasan puestos de trabaja vacantes.

6. Valoración provisional del coste efectivo de los servicios 
traspasados y de la carga neta asumida por la Comunidad Foral de 
Navarra.

I. La valoración provisional del coste efectivo de los servicios 
transferidos por el presente acuerdo y de la carga neta asumida por 
la Comunidad Foral, según los presupuestos generales del Estado 
de 1985, de acuerdo con el apartado 7 del artículo 6.° del Real 
Decreto 2356/1984, de 19 de diciembre, asciende a 191.455.000 
pesetas y a 152.079.000 pesetas, respectivamente, según detalle que 
figura en la relación adjunta número 2.1.

II. De conformidad con lo establecido en el artículo 8.° del 
citado Real Decreto, la Comunidad Foral de Navarra asume la 
financiación de los servicios que se le transfieren por el presente 
Acuerdo.

7. Inventario de bienes, derechos y obligaciones que se traspa­
san.

I. Se traspasan a la Comunidad Foral de Navarra los bienes, 
derechos y obligaciones adscritos a los servicios transferidos, que se 
recogen en el inventario detallado en la relación adjunta número 3.

La transferencia de estos bienes, derechos y obligaciones se 
efectúa de acuerdo con lo establecido en los artículos 9.° y 10 del 
Real Decreto 2356/1984, de 19 de diciembre, así como con las 
siguientes especificaciones y el detalle que se incluye a continua­
ción:

1. Las dependencias y los inmuebles, en su caso, que ocupan 
los servicios que se traspasan y que figuran en la relación adjunta 
y los bienes muebles afectos a dichos servicios, que se detallarán en 
las actas de traspaso.

2. Las actuaciones en curso de ejecución para la promoción y 
adquisición de viviendas de promoción pública, con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado, que se indican en la relación 
adjunta número 3.

Las actuaciones programadas para el ejercicio 1985, con sus 
inversiones correspondientes, para la construcción y adquisición de 
viviendas de promoción pública, con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado, que se indican en la relación número 3.

3. La titularidad con todos sus derechos y obligaciones sobre 
las viviendas, locales comerciales y edificaciones complementarias 
propiedad del IPPV sitos en el territorio de la Comunidad Foral 
que se indican en la relación adjunta. El IPPV asume las obligacio­
nes económicas derivadas de la regularización de la situación 
jurídica y registral de estos bienes inmuebles y de los terrenos en 
que se asienten. Esta obligación comprenderá los gastos de protoco­
lización y escrituración y tendrá vigencia durante un período de 
dos años desde la entrada en vigor del Real Decreto aprobatorio del 
presente texto. La compensación de estas obligaciones económicas 
tomará la vía de traspasos del IPPV a la Comunidad Foral y se 
realizará trimestralmente ante el balance de operaciones de regula­
rización ejecutadas por la Comunidad a trimestre vencido.

Asimismo el IPPV se hará cargo de todas las obligaciones 
conocidas existentes con anterioridad a la fecha de los traspasos y 
será de cargo de la Administración del Estado el coste derivado del 
cumplimiento y ejecución por la Comunidad Foral de las senten­
cias judiciales que se pronuncien en los procesos iniciados con 
anterioridad a la fecha de efectividad del traspaso o en los que, 
iniciados después de dicha fecha, tengan por objeto el reconoci­
miento de derechos o situaciones jurídicas, que sean declarados por 
sentencia judicial firme con anterioridad a la misma, siempre que 
se notifique a la Administración del Estado en tiempo y forma a 
efectos de que en tiempo hábil, pueda personarse debidamente.

No obstante lo anterior, la Administración del Estado no 
asumirá el exceso de cargas de urbanización sobre las previstas en 
el planeamiento vigente, no contempladas en los proyectos de 
ejecución y urbanización que puedan ser exigidas en el momento 
de la recepción de las obras de urbanización de los polígonos de 
promoción pública.

4. La Comunidad Foral de Navarra se subroga en la posición 
jurídica del IPPV en los contratos de amortización, arrendamiento, 
acceso a la propiedad y compraventa respecto a las viviendas, 
locales comerciales y edificaciones complementarias, promovidas 
por el mismo y que se detallan en la relación adjunta número 3. 
Dicha subrogación supone la asunción íntegra y con plenitud de 
efectos por la Comunidad Foral de los derechos y obligaciones 
derivados de las regularizaciones contractuales.

5. Los terrenos propiedad del IPPV bien sean polígonos 
residenciales de grupos de viviendas o cualquier otro sitio en el 
territorio de la Comunidad Foral según relación adjunta número 3. 
No obstante, y con los mismos criterios señalados en el número 3 
de este apartado para el caso del patrimonio edificado, el IPPV 
asume las obligaciones económicas derivadas de la regularización 
de la situación jurídica y registral de estos terrenos.

Las indemnizaciones correspondientes a los expedientes expro- 
piatorios ligados a los medios traspasados e iniciados con anteriori­
dad a la fecha de efectividad del traspaso, serán de cargo de la 
Administración del Estado en la parte que exceda de la inversión 
incluida en la valoración provisional del coste efectivo que se 
recoge en el presente Acuerdo.

6. A partir de la efectividad de los traspasos, la Comunidad 
Foral de Navarra se subroga en los derechos y obligaciones 
derivados de los contratos de obras, suministros y servicios y 
convenios de cualquier naturaleza, que se determinan en la relación 
número 3, así como la participación del IPPV en las distintas 
Juntas de Compensación en las que esté presente, tanto en materia 
de suelo como de edificación y que deberán relacionarse en las 
actas de traspaso.

7. La titularidad y la administración de las fianzas y concier­
tos de fianzas correspondientes a inmuebles sitos o suministros 
prestados en el territorio de la Comunidad Foral de Navarra. La 
Comunidad Foral hará frente con carácter regular a las devolucio­
nes individuales que se soliciten, tanto de fianzas como de 
eventuales saldos negativos de conciertos de fianzas depositados 
ante el IPPV. La Administración del Estado abonará a la Comuni­
dad Foral, mediante liquidación anual, el importe de dichas 
devoluciones.

II. En el plazo de un mes desde la entrada en vigor del Real 
Decreto por el que se promulga el presente Acuerdo, se firmará la 
correspondiente acta de entrega y recepción de mobiliario, equipo 
y material inventariable.

8. Documentación administrativa relativa a los servicios que 
se transfieren.

En el plazo de un mes desde la entrada en vigor del Real 
Decreto por el que se promulga el presente Acuerdo, se procederá 
a entregar la documentación y los expedientes precisos para la 
prestación de los servicios transferidos, suscribiéndose a tal efecto 
la correspondiente acta de entrega y recepción.

La resolución de los expedientes que se encuentren en tramita­
ción en la fecha de efectividad del traspaso, tendrá lugar de acuerdo 
con las previsiones del artículo 11 del Real Decreto 2356/1984.

9. Créditos presupuestarios que se traspasan.
Se traspasan a la Comunidad Foral de Navarra los créditos 

presupuestarios del ejercicio 1985, incluyendo los remanentes 
incorporables del ejercicio anterior, correspondientes a inversión 
nueva por tanto no incluidos dentro de la valoración provisional 
del coste efectivo de los servicios traspasados ni consolidables para 
ejercicios futuros, que se determinan con arreglo a la relación 2.2.

10. Fecha de efectividad de la transferencia.
La transferencia de los servicios objeto del presente Acuerdo 

tendrá efectividad a partir del día 1 de julio de 1985.
Y para que conste, expedimos la presente certificación en 

Madrid, a 2 de julio de 1985.-Los Secretarios de la Junta de 
Transferencias, Juan Soler Ferrer, José Antonio Razquín Lizárraga.
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